
 
 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 
                                               MONTERÍA – CÓRDOBA 
 

Expediente No.: 23.001.33.33.001.2021-00026 
Medio de Control: Reparación Directa – ACTIO-IN REM VERSO Conciliación Extrajudicial 
Parte demandante: Paul Andrés Henríquez Morillo 
Parte demandada: E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería 
Asunto: Auto Aprueba Conciliación  

 

Montería, marzo cuatro (04) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Se procede a decidir sobre la conciliación extrajudicial con radicación número 1281 de 26 de 
octubre de 2020, celebrada ante la Procuraduría No.78 Judicial I para Asuntos Administrativos 
de Montería el día 25 de enero de 2021, cuyo conocimiento correspondió por reparto a este 
Despacho.  Para ello se hacen las siguientes:  
 

I. CONSIDERACIONES 
 
En el acta respectiva se dejó constancia que la audiencia de conciliación extrajudicial de la 
referencia fue realizada en la modalidad no presencial, virtualmente. Se hicieron presente a la 
diligencia, el Doctor CESAR ANDRÉS DE LA HOZ SALGADO identificado con la C.C. No. 
1.064.996.015 y T.P. No. 251.144 del Consejo Superior de la Judicatura, en calidad de apoderado 
del convocante; y la Doctora NATALIA VALDERRAMA HERNÁNDEZ, identificada con la cédula 
de ciudadanía número 1.067.914.145 y portadora de la tarjeta profesional número 260.146 del 
Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado de la parte convocada; quienes llegaron a 
un acuerdo conciliatorio.   
 
El estudio de la conciliación efectuada entre las partes enunciadas, se hace frente a las normas 
que consagran dicha figura, esto es la Ley 640 de 2001, la Ley 446 de 1998, Ley 1285 de 2009 
y el Decreto 1716 del mismo año.  
 
A. Requisitos de la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa  
   
De conformidad con las disposiciones contenidas en las precitadas normas, se pueden inferir 
todos y cada uno de los requisitos indispensables para la debida aplicación de la conciliación 
como mecanismo de solución de conflictos, ellos son:   
  

1. Las partes estén debidamente representadas.  Debiendo obrar por medio de apoderado, 
quien debe ser abogado titulado y con facultad expresa para conciliar;  
2. Que el asunto a conciliar sea susceptible de transacción, desistimiento o conciliación y 
además de carácter particular y contenido económico;  
3. Que lo reconocido patrimonialmente cuente con respaldo probatorio en la actuación;  
4. Que no haya operado la caducidad de la acción que se ejercería en caso de no llegar 
a acuerdo conciliatorio;  
5. Que el acuerdo no resulte lesivo para el patrimonio público;  
6. Que el acuerdo no sea violatorio de la ley;  
7. Que no proceda la vía gubernativa o que ésta estuviere agotada y;  
8. Que el asunto no sea de carácter tributario o no esté contenido en un título ejecutivo.  
9. Que se hubiere aportado el concepto del comité de conciliación de la entidad convocada 
y respetado los parámetros dispuestos en este, en los términos del Decreto 1069 de 2015 
que compiló las normas del Decreto 1716 de 2009.   
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Presupuestos que fueron ratificados por la Sección Tercera – Subsección A del Consejo de 
Estado en providencia del 12 de diciembre de 20191, así:    
  

“De acuerdo con las disposiciones transcritas, en el presente asunto son presupuestos para 
la prosperidad de la conciliación judicial i) que las partes hubieran actuado a través de sus 
representantes legales y que a estos les hubiera sido conferida facultad expresa para 
conciliar; ii) que el conflicto tenga carácter particular y contenido económico, y sea 
susceptible de ser demandado mediante las acciones contempladas en los artículos 85, 86 
y 87 del CCA; iv) que el acuerdo se funde en pruebas aportadas al proceso; además, que 
no sea violatorio de la ley ni resulte lesiva para el patrimonio público; y v) que al tratarse de 
una entidad pública del orden nacional, se hubiera aportado el concepto del Comité de 
Conciliación de la entidad demandada, y respetado los parámetros dispuestos en este.”  

  
B. Análisis de la Conciliación Extrajudicial  
  
Teniendo en cuenta lo anterior procederá a revisar el cumplimiento de los requisitos enunciados, 
los cuales deben concurrir para la procedencia de la aprobación del acuerdo logrado.  
 

1.- Competencia y representación  
  

La diligencia de conciliación bajo estudio, se efectúo ante funcionario competente para conocer 
de ella por el factor territorial, en tanto el lugar donde se produjeron los hechos, así como el 
domicilio de la entidad demandada, corresponden a la E.S.E. Hospital San Jerónimo de 
Montería perteneciente al Departamento de Córdoba. Igualmente, es competente, esta 
judicatura para conocer del presente asunto por el factor cuantía, toda vez que lo conciliado es 
inferior al monto de los mil (1.000) SMLMV de conformidad a lo previsto en el numeral 6° del 
artículo 30 de la Ley 2080 de 2021, que modifica el numeral 6° del artículo 155 del CPACA.   
  
A la par, los representantes y apoderados de las partes acreditaron debidamente sus calidades y 
acreditaron facultad para conciliar.  
 

2.- La conciliación  
   
En el acta de conciliación quedó plasmada la posición de la parte actora, donde solicita que la 
E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería, reconozca y pague al actor Paul Andrés Henríquez 
Morillo, a título de compensación, la suma de $2.750.000 m/c, por concepto de honorarios 
correspondientes al mes de enero de 2019 y los días 1, 2 y 3 del mes de febrero de 2019. 
 
Por su parte, el apoderado de la entidad convocada expuso la decisión tomada por el comité de 
conciliación de la entidad de salud, señalado que una vez realizado el estudio de la solicitud de 
conciliación extrajudicial realizada por la convocante, el comité de la entidad decidió conciliar el 
pago de los honorarios de los servicios prestados por valor $2.750.000, correspondientes al mes 
de enero de 2019 y los días 1, 2 y 3 del mes de febrero de 2019, sin pago de intereses, de la 
siguiente manera: El pago se realizaría en cuatro (4) cuotas mensuales, iniciando el 20 de febrero 
de 2022.  
 
3.- Que el acuerdo conciliatorio verse sobre derechos económicos de aquellos que las 
partes puedan disponer.  
  
El objeto de la conciliación es, como se dijo, el pago de unos dineros correspondientes a la 
prestación de unos servicios profesionales por parte de la convocante a la convocada. Así pues, 
se satisface este presupuesto toda vez que se trata de un conflicto de carácter particular y de 
contenido económico. 
   
4-. Que no haya operado el fenómeno jurídico de la caducidad.   

  
En el presente caso no ha operado la caducidad del eventual medio de control que procedería 
ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, -Reparación Directa bajo el que se tramita 
la figura de la actio in rem verso-, pues no ha transcurrido el término de dos (2) años establecido 
en el numeral 2° literal i) del artículo 164 del CPACA, ya que los hecho en que se funda la presente 

                                                 
1 Consejo de Estado Radicado 2010-00388/52572 de 12 de diciembre de 2019 
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causa, acaecieron entre los meses de enero y febrero de 2019, fecha que sin mayores 
elucubraciones permite inferir que al día de hoy no ha transcurrido el plazo antes señalado. 
 
5.- Pruebas aportadas, no se violatorio de la ley y no resulte lesivo para el patrimonio 
público. 
  
Analizadas por parte del despacho, las pruebas relacionadas en el expediente se advierten que 
el acuerdo logrado por las partes cuenta con suficiente respaldo probatorio, ya que obra 
certificación relacionada con la prestación de servicios de la convocante; relación de los turnos 
que detallan los servicios; así como un contrato que acredita la prestación de servicios en el mes 
de diciembre del año 2018, como adición a la contratación que venía rigiendo.  
 
En ese orden, al no existir respaldo contractual, es procedente estudiar la actio in rem verso, y 
remitirse a las reglas de unificación jurisprudencial consagradas en la sentencia 19 de noviembre 
de 2012, emitida por la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado, donde estableció 
unas hipótesis en las que se deben subsumir los hechos para poder reclamar obligación 
derivadas de servicios prestados sin amparo contractual, encuadrándose este caso específico en 
la siguiente: 
 
“Esos casos en donde, de manera excepcional y por razones de interés público o general, 
resultaría procedente la actio de in rem verso a juicio de la Sala, serían entre otros los siguientes:  
 
[…] 
 
b) En los que es urgente y necesario adquirir bienes, solicitar servicios, suministros, ordenar obras 
con el fin de prestar un servicio para evitar una amenaza o una lesión inminente e irreversible al 
derecho a la salud, derecho este que es fundamental por conexidad con los derechos a la vida y 
a la integridad personal, urgencia y necesidad que deben aparecer de manera objetiva y 
manifiesta como consecuencia de la imposibilidad absoluta de planificar y adelantar un proceso 
de selección de contratistas, así como de la celebración de los correspondientes contratos, 
circunstancias que deben estar plenamente acreditadas en el proceso contencioso administrativo, 
sin que el juzgador pierda de vista el derrotero general que se ha señalado en el numeral 12.1 de 
la presente providencia, es decir, verificando en todo caso que la decisión de la administración 
frente a estas circunstancias haya sido realmente urgente, útil, necesaria y la más 
razonablemente ajustada a las circunstancias que la llevaron a tomar tal determinación.” 
 
De la citada excepción se establece que existen unas reglas para la procedencia de la misma las 
cuales de discriminan así: 
 
a. Debe existe una urgencia de la prestación de un servicio que tiene como objeto evitar la 
amenaza o lesión al derecho a la salud y a la vida.  
 
b. Tal urgencia debe aparecer de manera objetiva y manifiesta, con los medios de prueba que la 
acrediten.  
 
c. Y se debe verificar por parte del operador judicial que efectivamente haya existido una urgencia, 
útil y necesaria que haya llevado a la administración a tomar esa decisión. 
 
Así pues, está acreditado que no existía contrato para la prestación de los servicios de los que 
aquí se solicita su pago. Que el ejercicio de las labores desempeñadas por la convocante en el 
área de la salud, resultaba a todas luces necesaria para garantizar la prestación de los servicios 
en dicha entidad. 
 
En ese orden, la prestación del servicio de la actora, resultaba necesaria, a fin de evitar una 
amenaza o lesión a los derechos de los usuarios. Y tal necesidad es objetiva y manifiesta como 
se desprende de los medios probatorios allegados en esta causa. Pues, se acreditó la 
imposibilidad de planificar un proceso contractual, en razón a los cambios permanentes en la 
Gerencia de la ESE para los meses de diciembre de 2018 y enero de 2019, como se pasa a 
explicar.  
 
Mediante Resolución Nº 0742 del 27 de noviembre de 2018 expedida por la Gobernadora de 
Córdoba (E), se le concedió una licencia por enfermedad general a la entonces Gerente desde el 
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24 de noviembre al 3 de diciembre de 2018. Con la Resolución Nº 0854 del 5 de diciembre de 
2018 expedida por la Gobernadora de Córdoba (E), se retiró del servicio a la Gerente de la ESE 
Hospital San Jerónimo de Montería, doctora Isaura Margarita Hernández Pretelt, sin que se 
encuentre prueba de la fecha de notificación del acto a la interesada o de la fecha en que este 
quedó en firme. 
 
Que mediante Resolución 863 de 7 de diciembre de 2018, aclarada mediante Resolución 880 de 
la misma fecha, la Gobernación de Córdoba le concedió a la entonces Gerente de la entidad 
convocada el derecho a las vacaciones, por el periodo 2016-2017, cuyo disfrute estuvo 
comprendido entre los días 10 y 31 de diciembre de 2018, siendo encargado como Gerente al Dr. 
Juan Carlos Cervantes Ruiz. A su vez con la Resolución 898 de 26 de diciembre de 2018, le fue 
concedida a la Gerente de la entidad convocada el derecho a las vacaciones, por el periodo 2017-
2018, cuyo disfrute estaría comprendido entre los días 2 y 23 de enero de 2019, encargando para 
tal periodo de sus funciones a un funcionario de la entidad. 
 
Posteriormente, con el Decreto N° 0030 de 24 de enero de 2019, la Gobernación de Córdoba, 
suspende provisionalmente a la Gerente de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería, Isaura 
Margarita Hernández. Y, mediante Resolución N° 000360 del 1° de febrero de 2019, el 
Superintendente Nacional de Salud, ordenó la toma de posesión de la ESE Hospital San Jerónimo 
de Montería, nombrando con ello un Agente Especial Interventor. 
 
De lo anterior, es dable concluir que existió una urgencia, útil y necesaria que llevó a la Empresa 
Social del Estado, a permitir que se siguiera prestando el servicio por la convocante sin que 
existiera un contrato de prestación de servicios de por medio. Pues, las enunciadas circunstancias 
administrativas en el cambio gerencial de la entidad, impidieron el curso normal del proceso 
contractual. No obstante, para garantizar la prestación del servicio de salud ligado estrechamente 
al derecho a la vida, era necesario seguir contando con los servicios de quien hoy reclama, 
garantizando con ello la buena prestación del servicio en salud que no podía ser suspendido por 
la no suscripción de los contratos en dicha institución. 
 
En ese orden, se acogen los argumentos de las partes, en tanto, el derecho a la salud fue el 
aspecto determinante que impulsó a seguir prestando el servicio sin el lleno de los requisitos 
legales, existiendo efectivamente un enriquecimiento sin justa causa por parte de la entidad y un 
empobrecimiento para la convocante. 
 
Finalmente, como quiera que lo conciliado por la parte convocante es el pago de la prestación del 
servicio durante el mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero, hay lugar 
a la aprobación del acuerdo conciliatorio, siendo factible afirmar que no existe vulneración de los 
derechos de la convocante, como tampoco se afecta el patrimonio público con el acuerdo logrado, 
pues el valor conciliado – $2.750.000- se ajusta al valor certificado para el mes de diciembre de 
2018 por la prestación de sus servicios.  
 
En consecuencia, el acuerdo no resulta lesivo para el patrimonio público y tampoco es violatorio 
de la ley. 
 
6.-Concepto del Comité de Conciliación   
 
De igual forma, teniendo en cuenta que la Empresa Social del Estado Hospital San Jerónimo de 
Montería es una entidad pública, era requisito para la celebración de la conciliación contar con el 
concepto del comité de conciliación, el cual obra en el plenario. 
 
Así las cosas, ante el cumplimiento de todos los requisitos enunciados se procederá a la 
aprobación de la presente conciliación. 
 
Por lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito de Montería,  
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO. APROBAR en todas sus partes, con efectos de cosa juzgada, el acuerdo conciliatorio 
extrajudicial con radicación número 1281 de 26 de octubre de 2020, celebrada ante la 
Procuraduría No.78 Judicial I para Asuntos Administrativos de Montería el día 25 de enero de 
2021, efectuado entre el señor Paul Andrés Henríquez Morillo y la ESE Hospital San Jerónimo 
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de Montería bajo los parámetros y dentro de los términos consignados en la propuesta 
conciliatoria formulada por esa entidad.  
 
SEGUNDO. Ejecutoriado el presente auto, expídanse las respectivas copias con destino al 
apoderado de la parte convocante y los documentos que le son inherentes, previa verificación de 
su facultad de recibir. Háganse las anotaciones de ley.  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

LUIS ENRIQUE OW PADILLA 
Juez 
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NOTIFICACIÓN POR ESTADO  

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATI.VO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA (CÓRDOBA) 

  

Montería, El anterior auto se notifica a las partes por Estado 

Electrónico No. 13 el día cinco (05) de marzo 2021 a las 8:00 A.M.  

El cual puede ser consultado en el link 

http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-administrativo-de-

monteria/71 

__________________________________  

AURA ELISA PORTNOY CRUZ 

Secretaria 

http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-administrativo-de-monteria/71
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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 
                                               MONTERÍA – CÓRDOBA 
 

Expediente No.: 23.001.33.33.001.2021-00039 
Medio de Control: Reparación Directa – ACTIO-IN REM VERSO Conciliación Extrajudicial 
Parte demandante: Manuel Ramón Lora Sánchez 
Parte demandada: E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería 
Asunto: Auto Aprueba Conciliación  

 

Montería, marzo cuatro (04) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Se procede a decidir sobre la conciliación extrajudicial con radicación número 1571 de 18 de 
diciembre de 2020, celebrada ante la Procuraduría No.189 Judicial I para Asuntos Administrativos 
de Montería el día 08 de febrero de 2021, cuyo conocimiento correspondió por reparto a este 
Despacho.  Para ello se hacen las siguientes:  
 

I. CONSIDERACIONES 
 
En el acta respectiva se dejó constancia que la audiencia de conciliación extrajudicial de la 
referencia fue realizada en la modalidad no presencial, virtualmente. Se hicieron presente a la 
diligencia, el Doctor VÍCTOR RAÚL IRIARTE SILVA identificado con la C.C. No. 15.040.138 y 
T.P. No. 42.692 del Consejo Superior de la Judicatura, en calidad de apoderado del convocante; 
y la Doctora NATALIA VALDERRAMA HERNÁNDEZ, identificada con la cédula de ciudadanía 
número 1.067.914.145 y portadora de la tarjeta profesional número 260.146 del Consejo Superior 
de la Judicatura, como apoderado de la parte convocada; quienes llegaron a un acuerdo 
conciliatorio.   
 
El estudio de la conciliación efectuada entre las partes enunciadas, se hace frente a las normas 
que consagran dicha figura, esto es la Ley 640 de 2001, la Ley 446 de 1998, Ley 1285 de 2009 
y el Decreto 1716 del mismo año.  
 
A. Requisitos de la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa  
   
De conformidad con las disposiciones contenidas en las precitadas normas, se pueden inferir 
todos y cada uno de los requisitos indispensables para la debida aplicación de la conciliación 
como mecanismo de solución de conflictos, ellos son:   
  

1. Las partes estén debidamente representadas.  Debiendo obrar por medio de apoderado, 
quien debe ser abogado titulado y con facultad expresa para conciliar;  
2. Que el asunto a conciliar sea susceptible de transacción, desistimiento o conciliación y 
además de carácter particular y contenido económico;  
3. Que lo reconocido patrimonialmente cuente con respaldo probatorio en la actuación;  
4. Que no haya operado la caducidad de la acción que se ejercería en caso de no llegar 
a acuerdo conciliatorio;  
5. Que el acuerdo no resulte lesivo para el patrimonio público;  
6. Que el acuerdo no sea violatorio de la ley;  
7. Que no proceda la vía gubernativa o que ésta estuviere agotada y;  
8. Que el asunto no sea de carácter tributario o no esté contenido en un título ejecutivo.  
9. Que se hubiere aportado el concepto del comité de conciliación de la entidad convocada 
y respetado los parámetros dispuestos en este, en los términos del Decreto 1069 de 2015 
que compiló las normas del Decreto 1716 de 2009.   
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Presupuestos que fueron ratificados por la Sección Tercera – Subsección A del Consejo de 
Estado en providencia del 12 de diciembre de 20191, así:    
  

“De acuerdo con las disposiciones transcritas, en el presente asunto son presupuestos para 
la prosperidad de la conciliación judicial i) que las partes hubieran actuado a través de sus 
representantes legales y que a estos les hubiera sido conferida facultad expresa para 
conciliar; ii) que el conflicto tenga carácter particular y contenido económico, y sea 
susceptible de ser demandado mediante las acciones contempladas en los artículos 85, 86 
y 87 del CCA; iv) que el acuerdo se funde en pruebas aportadas al proceso; además, que 
no sea violatorio de la ley ni resulte lesiva para el patrimonio público; y v) que al tratarse de 
una entidad pública del orden nacional, se hubiera aportado el concepto del Comité de 
Conciliación de la entidad demandada, y respetado los parámetros dispuestos en este.”  

  
B. Análisis de la Conciliación Extrajudicial  
  
Teniendo en cuenta lo anterior procederá a revisar el cumplimiento de los requisitos enunciados, 
los cuales deben concurrir para la procedencia de la aprobación del acuerdo logrado.  
 

1.- Competencia y representación  
  

La diligencia de conciliación bajo estudio, se efectúo ante funcionario competente para conocer 
de ella por el factor territorial, en tanto el lugar donde se produjeron los hechos, así como el 
domicilio de la entidad demandada, corresponden a la E.S.E. Hospital San Jerónimo de 
Montería perteneciente al Departamento de Córdoba. Igualmente, es competente, esta 
judicatura para conocer del presente asunto por el factor cuantía, toda vez que lo conciliado es 
inferior al monto de los mil (1.000) SMLMV de conformidad a lo previsto en el numeral 6° del 
artículo 30 de la Ley 2080 de 2021, que modifica el numeral 6° del artículo 155 del CPACA.   
  
A la par, los representantes y apoderados de las partes acreditaron debidamente sus calidades y 
acreditaron facultad para conciliar.  
 

2.- La conciliación  
   
En el acta de conciliación quedó plasmada la posición de la parte actora, donde solicita que la 
E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería, reconozca y pague al actor Manuel Ramón Lora 
Sánchez, a título de compensación, la suma de $12.800.000 m/c, por concepto de honorarios 
correspondientes al mes de enero de 2019 y los días 1, 2 y 3 del mes de febrero de 2019. 
 
Por su parte, el apoderado de la entidad convocada expuso la decisión tomada por el comité de 
conciliación de la entidad de salud, señalado que una vez realizado el estudio de la solicitud de 
conciliación extrajudicial realizada por la convocante, el comité de la entidad decidió conciliar el 
pago de los honorarios de los servicios prestados por valor $12.800.000, correspondientes al mes 
de enero de 2019 y los días 1, 2 y 3 del mes de febrero de 2019, sin pago de intereses, de la 
siguiente manera: El pago se realizaría en cuatro (4) cuotas mensuales, iniciando el 20 de junio 
de 2022.  
 
3.- Que el acuerdo conciliatorio verse sobre derechos económicos de aquellos que las 
partes puedan disponer.  
  
El objeto de la conciliación es, como se dijo, el pago de unos dineros correspondientes a la 
prestación de unos servicios profesionales por parte de la convocante a la convocada. Así pues, 
se satisface este presupuesto toda vez que se trata de un conflicto de carácter particular y de 
contenido económico. 
   
4-. Que no haya operado el fenómeno jurídico de la caducidad.   

  
En el presente caso no ha operado la caducidad del eventual medio de control que procedería 
ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, -Reparación Directa bajo el que se tramita 
la figura de la actio in rem verso-, pues no ha transcurrido el término de dos (2) años establecido 
en el numeral 2° literal i) del artículo 164 del CPACA, ya que los hecho en que se funda la presente 

                                                 
1 Consejo de Estado Radicado 2010-00388/52572 de 12 de diciembre de 2019 
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causa, acaecieron entre los meses de enero y febrero de 2019, lo que permite inferir que no ha 
transcurrido el plazo antes señalado. 
 
5.- Pruebas aportadas, no se violatorio de la ley y no resulte lesivo para el patrimonio 
público. 
  
Analizadas por parte del despacho, las pruebas relacionadas en el expediente se advierten que 
el acuerdo logrado por las partes cuenta con suficiente respaldo probatorio, ya que obra 
certificación relacionada con la prestación de servicios de la convocante; relación de los turnos 
que detallan los servicios; así como un contrato que acredita la prestación de servicios en el mes 
de diciembre del año 2018, como adición a la contratación que venía rigiendo.  
 
En ese orden, al no existir respaldo contractual, es procedente estudiar la actio in rem verso, y 
remitirse a las reglas de unificación jurisprudencial consagradas en la sentencia 19 de noviembre 
de 2012, emitida por la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado, donde estableció 
unas hipótesis en las que se deben subsumir los hechos para poder reclamar obligación 
derivadas de servicios prestados sin amparo contractual, encuadrándose este caso específico en 
la siguiente: 
 
“Esos casos en donde, de manera excepcional y por razones de interés público o general, 
resultaría procedente la actio de in rem verso a juicio de la Sala, serían entre otros los siguientes:  
 
[…] 
 
b) En los que es urgente y necesario adquirir bienes, solicitar servicios, suministros, ordenar obras 
con el fin de prestar un servicio para evitar una amenaza o una lesión inminente e irreversible al 
derecho a la salud, derecho este que es fundamental por conexidad con los derechos a la vida y 
a la integridad personal, urgencia y necesidad que deben aparecer de manera objetiva y 
manifiesta como consecuencia de la imposibilidad absoluta de planificar y adelantar un proceso 
de selección de contratistas, así como de la celebración de los correspondientes contratos, 
circunstancias que deben estar plenamente acreditadas en el proceso contencioso administrativo, 
sin que el juzgador pierda de vista el derrotero general que se ha señalado en el numeral 12.1 de 
la presente providencia, es decir, verificando en todo caso que la decisión de la administración 
frente a estas circunstancias haya sido realmente urgente, útil, necesaria y la más 
razonablemente ajustada a las circunstancias que la llevaron a tomar tal determinación.” 
 
De la citada excepción se establece que existen unas reglas para la procedencia de la misma las 
cuales de discriminan así: 
 
a. Debe existe una urgencia de la prestación de un servicio que tiene como objeto evitar la 
amenaza o lesión al derecho a la salud y a la vida.  
 
b. Tal urgencia debe aparecer de manera objetiva y manifiesta, con los medios de prueba que la 
acrediten.  
 
c. Y se debe verificar por parte del operador judicial que efectivamente haya existido una urgencia, 
útil y necesaria que haya llevado a la administración a tomar esa decisión. 
 
Así pues, está acreditado que no existía contrato para la prestación de los servicios de los que 
aquí se solicita su pago. Que el ejercicio de las labores desempeñadas por la convocante en el 
área de la salud, resultaba a todas luces necesaria para garantizar la prestación de los servicios 
en dicha entidad. 
 
En ese orden, la prestación del servicio de la actora, resultaba necesaria, a fin de evitar una 
amenaza o lesión a los derechos de los usuarios. Y tal necesidad es objetiva y manifiesta como 
se desprende de los medios probatorios allegados en esta causa. Pues, se acreditó la 
imposibilidad de planificar un proceso contractual, en razón a los cambios permanentes en la 
Gerencia de la ESE para los meses de diciembre de 2018 y enero de 2019, como se pasa a 
explicar.  
 
Mediante Resolución Nº 0742 del 27 de noviembre de 2018 expedida por la Gobernadora de 
Córdoba (E), se le concedió una licencia por enfermedad general a la entonces Gerente desde el 
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24 de noviembre al 3 de diciembre de 2018. Con la Resolución Nº 0854 del 5 de diciembre de 
2018 expedida por la Gobernadora de Córdoba (E), se retiró del servicio a la Gerente de la ESE 
Hospital San Jerónimo de Montería, doctora Isaura Margarita Hernández Pretelt, sin que se 
encuentre prueba de la fecha de notificación del acto a la interesada o de la fecha en que este 
quedó en firme. 
 
Que mediante Resolución 863 de 7 de diciembre de 2018, aclarada mediante Resolución 880 de 
la misma fecha, la Gobernación de Córdoba le concedió a la entonces Gerente de la entidad 
convocada el derecho a las vacaciones, por el periodo 2016-2017, cuyo disfrute estuvo 
comprendido entre los días 10 y 31 de diciembre de 2018, siendo encargado como Gerente al Dr. 
Juan Carlos Cervantes Ruiz. A su vez con la Resolución 898 de 26 de diciembre de 2018, le fue 
concedida a la Gerente de la entidad convocada el derecho a las vacaciones, por el periodo 2017-
2018, cuyo disfrute estaría comprendido entre los días 2 y 23 de enero de 2019, encargando para 
tal periodo de sus funciones a un funcionario de la entidad. 
 
Posteriormente, con el Decreto N° 0030 de 24 de enero de 2019, la Gobernación de Córdoba, 
suspende provisionalmente a la Gerente de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería, Isaura 
Margarita Hernández. Y, mediante Resolución N° 000360 del 1° de febrero de 2019, el 
Superintendente Nacional de Salud, ordenó la toma de posesión de la ESE Hospital San Jerónimo 
de Montería, nombrando con ello un Agente Especial Interventor. 
 
De lo anterior, es dable concluir que existió una urgencia, útil y necesaria que llevó a la Empresa 
Social del Estado, a permitir que se siguiera prestando el servicio por la convocante sin que 
existiera un contrato de prestación de servicios de por medio. Pues, las enunciadas circunstancias 
administrativas en el cambio gerencial de la entidad, impidieron el curso normal del proceso 
contractual. No obstante, para garantizar la prestación del servicio de salud ligado estrechamente 
al derecho a la vida, era necesario seguir contando con los servicios de quien hoy reclama, 
garantizando con ello la buena prestación del servicio en salud que no podía ser suspendido por 
la no suscripción de los contratos en dicha institución. 
 
En ese orden, se acogen los argumentos de las partes, en tanto, el derecho a la salud fue el 
aspecto determinante que impulsó a seguir prestando el servicio sin el lleno de los requisitos 
legales, existiendo efectivamente un enriquecimiento sin justa causa por parte de la entidad y un 
empobrecimiento para la convocante. 
 
Finalmente, como quiera que lo conciliado por la parte convocante es el pago de la prestación del 
servicio durante el mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero, hay lugar 
a la aprobación del acuerdo conciliatorio, siendo factible afirmar que no existe vulneración de los 
derechos de la convocante, como tampoco se afecta el patrimonio público con el acuerdo logrado, 
pues el valor conciliado – $12.800.000- se ajusta al valor certificado para el mes de diciembre de 
2018 por la prestación de sus servicios.  
 
En consecuencia, el acuerdo no resulta lesivo para el patrimonio público y tampoco es violatorio 
de la ley. 
 
6.-Concepto del Comité de Conciliación   
 
De igual forma, teniendo en cuenta que la Empresa Social del Estado Hospital San Jerónimo de 
Montería es una entidad pública, era requisito para la celebración de la conciliación contar con el 
concepto del comité de conciliación, el cual obra en el plenario. 
 
Así las cosas, ante el cumplimiento de todos los requisitos enunciados se procederá a la 
aprobación de la presente conciliación. 
 
Por lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito de Montería,  
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO. APROBAR en todas sus partes, con efectos de cosa juzgada, el acuerdo conciliatorio 
extrajudicial con radicación número 1571 de 18 de diciembre de 2020, celebrada ante la 
Procuraduría No.189 Judicial I para Asuntos Administrativos de Montería el día 08 de febrero de 
2021, entre el señor Manuel Ramón Lora Sánchez y la ESE Hospital San Jerónimo de Montería 
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bajo los parámetros y dentro de los términos consignados en la propuesta conciliatoria formulada 
por esa entidad.  
 
SEGUNDO. Ejecutoriado el presente auto, expídanse las respectivas copias con destino al 
apoderado de la parte convocante y los documentos que le son inherentes, previa verificación de 
su facultad de recibir. Háganse las anotaciones de ley.  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

LUIS ENRIQUE OW PADILLA 
Juez 

 

 
 

 
 

 
 

 

 
 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

LUIS ENRIQUE OW PADILLA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 001 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

12a4fce9a3b1181a148378ab0f49976b07309c3dc95df792ed28b524536a20cc 

Documento generado en 03/03/2021 02:51:58 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO  

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATI.VO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA (CÓRDOBA) 

  

Montería, El anterior auto se notifica a las partes por Estado 

Electrónico No. 13 el día cinco (05) de marzo 2021 a las 8:00 A.M.  

El cual puede ser consultado en el link 

http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-administrativo-de-

monteria/71 

__________________________________  

AURA ELISA PORTNOY CRUZ 

Secretaria 

http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-administrativo-de-monteria/71
http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-administrativo-de-monteria/71


 

 

 
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 
Montería, marzo cuatro (04) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Expediente: 23.001.33.33.001.2021-00027 
Medio de Control: Reparación Directa. 
Demandante: Luz Mary Velásquez Hernández y Otros 
Demandado: Municipio de Montería, Autopistas de la Sabana S.A.S, Corporación Autónoma 
Regional de los Valles del Sinú y San Jorge y la Agencia Nacional de Infraestructura – ANI. 
 
La señora Luz Mary Velásquez Hernández y Otros, a través de apoderado judicial, presenta 
demanda en ejercicio del Medio de Control de Reparación Directa contra el Municipio de 
Montería, Autopistas de la Sabana S.A.S, Corporación Autónoma Regional de los Valles del 
Sinú y San Jorge y la Agencia Nacional de Infraestructura – ANI.  Examinada la demanda, 
observa el despacho que no se ajusta formalmente a las exigencias legales, conforme las 
siguientes, 
 

I. CONSIDERACIONES 
 
 

El artículo 32 de la Ley 2080 de 2021, que modifica el artículo 157 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, dispone: 
 
Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, cuando 
sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o de los perjuicios 
causados, según la estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que en ella 
pueda considerarse la estimación de los perjuicios inmateriales, salvo que estos últimos sean 
los únicos que se reclamen.  
 
La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, que tomará 
en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como accesorios, causados 
hasta la presentación de aquella.  
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias pretensiones, 
la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. En el medio de control de nulidad 
y restablecimiento del derecho, no podrá prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, 
so pretexto de renunciar al restablecimiento.  
 
En asuntos de carácter tributario, la cuantía se establecerá por el valor de la suma discutida por 
concepto de impuestos, tasas, contribuciones y sanciones. Parágrafo. Cuando la cuantía esté 
expresada en salarios mínimos legales mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se 
encuentre vigente en la fecha de la presentación de la demanda. 
 
Por su parte el artículo 162 numeral 6 del CPACA, dispone:  
 
Artículo 162. Contenido de la demanda. Toda demanda deberá dirigirse a quien sea 
competente y contendrá: 
(…) 
 
6. La estimación razonada de la cuantía, cuando sea necesaria para determinar la 
competencia. (Negrilla y subraya del Despacho). 
 
 
Sobre este tema, el Consejo de Estado, Sección Tercera, Consejera ponente: MARTA NUBIA 
VELÁSQUEZ RICO, en providencia del veinticinco (25) de septiembre de dos mil diecisiete 
(2017). Radicación número: 15001-23-33-000-2014-00358-01(57360), se pronunció en los 
siguientes términos: 
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"Ahora, respecto del alcance de la expresión "estimación razonada de la cuantía", esta 
Corporación ha sostenido lo siguiente: - 
 
"Por supuesto, no se trata de la suma que arbitrariamente fije el demandante, sino de aquel 
valor que se ve respaldado con una detallada operación matemática, que en últimas refleje 
fielmente lo pretendido con la acción que se instaura. Es este el verdadero alcance de la 
expresión contenida en el inciso 10 del artículo 157 del CPACA, cuando se refiere a la 
estimación razonada de la cuantía, pues de no hallarse plenamente satisfecho este requisito- 
en la demanda, el juez se verá obligado a disponer su inadmisión para que el defecto sea 
subsanado. 
 
(…)” 
 
Así las cosas, es clara la necesidad de la estimación razonada de la cuantía tanto para la 
determinación de la competencia funcional, como por la claridad que debe tener la demanda 
frente a las condenas pretendidas por el demandante. Para el caso concreto, aun si fuera 
posible determinar la cuantía por lo expuesto en las pretensiones, se hace necesaria la 
manifestación al respecto por parte del demandante de conformidad con lo dispuesto en el 
transcrito artículo 162 numeral 6 del C.P.A.C.A., pues, no basta, para entender cumplido dicho 
requerimiento formal, el estimar la cuantía en un valor específico, para esto es necesario que 
sea discriminado, explicado y sustentado el origen de las sumas pretendidas y que llevan 
a determinar la cuantía del proceso. 
 
El artículo 170 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
dispone que: “Se inadmitirá la demanda que carezca de los requisitos señalados en la ley por 
auto susceptible de reposición, en el que se expondrán sus defectos, para que el demandante 
los corrija en el plazo de diez (10) días. Si no lo hiciere se rechazará la demanda” 
 
En virtud de lo expuesto el Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito de Montería,  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO.  Inadmítase la presente demanda para que el actor, dentro de los diez (10) días 
siguientes a la notificación de esta providencia allegue lo solicitado en la parte motiva de esta 
providencia, so pena de rechazar la demanda. 
 
OCTAVO. Reconocer personería jurídica a los abogados NEIL ENRIQUE GONZÁLEZ 
BUSTAMENTE, como apoderado principal y al abogado   WILSON RAFAEL LAMBOGLIA 
CALONGE, como apoderado sustituto de la parte demandante, en los términos y para los fines 
del poder conferido. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

LUIS ENRIQUE OW PADILLA 
JUEZ 

 

 
 

 

Firmado Por: 

 

LUIS ENRIQUE OW PADILLA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 001 

ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITOJUDICIAL DE MONTERÍA (CÓRDOBA) 
 

Montería, cinco (05) de marzo de 2021. El anterior auto se notifica a las 
partes por Estado Electrónico No.13 a las 8:00 A.M.  El cual puede ser 
consultado en el link http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-

administrativo-de-monteria/71 
 
 

__________________________________ 
AURA ELISA PORTNOY CRUZ 

Secretaria 
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SIGCMA 

 

 

CO-SC5780-99 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
MONTERÍA 

 
Montería, cuatro (04) de marzo de dos mil veintiuno (2021) 

 
I. OBJETO 

 
Procede el Despacho a pronunciarse respecto a la solicitud de retiro de la demanda 
presentada por la parte demandada.  

 
II. CONSIDERACIONES 

 
La figura procesal de retiro de la demanda está prevista en el artículo 174 de la Ley 1437 
de 2011, y procede mientras no se haya notificado el auto admisorio al demandado o no 
se hayan practicado medidas cautelares.  
 
En el presente asunto, la parte demandada mediante solicitudes enviadas a través del 
correo institucional en fechas 14 de septiembre de 2020 y 19 de febrero de 2021, solicitó el 
retiro de la demanda. Por lo cual, el Despacho considera que, el retiro resulta procedente 
conforme a la norma aplicable.  
 
Así las cosas, por secretaría del juzgado, se ordenará la entrega de la demanda a la parte 
actora junto con los anexos sin necesidad de desglose, respecto al expediente físico, previa 
constancia y anotaciones de rigor en el sistema de información judicial.  
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito Judicial de 
Montería,  
 

RESUELVE:  
 

PRIMERO: Aceptar la solicitud de retiro de la demanda incoada por la Administradora 
Colombiana de Pensiones -Colpensiones, conforme las razones expuestas en la parte 
motiva de esta providencia.  
 
SEGUNDO:  Entregar la demanda respecto al expediente físico, junto con sus anexos sin 
necesidad de desglose, previas las constancias y anotaciones de rigor en el sistema de 
información judicial.   
 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

Expediente:          N° 23001-33-33-001-2020-000175-00 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Lesividad 
Demandante:          Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones 
Demandado           Juan Antonio Geles Castillo  
Asunto:               Retido de la demanda 
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SIGCMA 

 
 

CO-SC5780-99 

                                                                       
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

MONTERIA 
 

Montería, cuatro (04) de marzo del año dos mil veintiuno (2021) 
 

Clase de proceso: Ejecutivo 
Expediente No. 23.001.33.33.001.2017-00063 
Ejecutante: Nancy Amparo Zuluaga Giraldo y otros  
Ejecutado: La Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional  
Asunto: Requerimiento previo a Tramite Incidental para Sanción por incumplimiento a 

Orden Judicial 

 
I. OBJETO 

 
Mediante escrito que data de 02 de marzo de 2021, presentado al buzón electrónico de esta 
Unidad judicial, el apoderado judicial de la parte ejecutante solicita abrir proceso 
sancionatorio establecido en el articulo 44 del C.G.P, toda vez que la parte ejecutada ha 
hecho caso omiso a la orden de embargo por vía excepcional de las cuentas bancarias de 
la entidad demandada, decretadas mediante auto de 09 de noviembre de 2017 y 20 de 
noviembre de 2017. 
   

II. CONSIDERASIONES 
 

EL articulo 44 del C.G.P., dispone los siguiente:  

“(…) ARTÍCULO 44. PODERES CORRECCIONALES DEL JUEZ. Sin perjuicio de 
la acción disciplinaria a que haya lugar, el juez tendrá los siguientes poderes 
correccionales: 

(…)3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes (smlmv) a sus empleados, a los demás empleados públicos y a los 
particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les imparta en ejercicio 
de sus funciones o demoren su ejecución. 

(…) 

Parágrafo. 

(…) 

Cuando el infractor no se encuentre presente, la sanción se impondrá por 
medio de incidente que se tramitará en forma independiente de la actuación 
principal del proceso. (…) “(Subrayas y negrillas del juzgado). 

A su turno el artículo 593 del C.G.P, establece: 

“(…) ARTÍCULO 593. EMBARGOS. Para efectuar embargos se procederá así: 

(…) 

10. El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y similares, 
se comunicará a la correspondiente entidad como lo dispone el inciso primero del 
numeral 4, debiéndose señalar la cuantía máxima de la medida, que no podrá 
exceder del valor del crédito y las costas más un cincuenta por ciento (50%). 
Aquellos deberán constituir certificado del depósito y ponerlo a disposición 
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del juez dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la comunicación; con 
la recepción del oficio queda consumado el embargo. (Negrillas del juzgado) 

(…) 

PARÁGRAFO 2o. La inobservancia de la orden impartida por el juez, en todos 
los casos previstos en este artículo, hará incurrir al destinatario del oficio 
respectivo en multas sucesivas de dos (2) a cinco (5) salarios mínimos 
mensuales. “(Subrayas y negrillas del juzgado). 

Por su parte el artículo 127 del C.G.P., reza:  

“(…) ARTÍCULO 127. INCIDENTES Y OTRAS CUESTIONES 
ACCESORIAS. Solo se tramitarán como incidente los asuntos que la ley 
expresamente señale; los demás se resolverán de plano y si hubiere 
hechos que probar, a la petición se acompañará prueba siquiera sumaria de 
ellos. (…)” (Negrillas del juzgado). 

De conformidad con lo dispuesto, la conducta del responsable debe ser tramitada mediante 
incidente. No obstante, por tratarse de un trámite sancionatorio promovido en contra de una 
persona natural, esto es, Gerentes de las entidades bancarias sobre las cuales se emitieron 
las ordenes en proveídos de 09 y 20 de noviembre de 2017 las cuales son: BANCO 
AGRARIO, BANCO AV VILLAS, BANCAMIA, BBVA,  BANCO DE BOGOTA, BANCO CAJA 
SOCIAL, CITIBANK, BANCOLOMBIA, BANCO COLPATRIA, BANCO COOMEVA, BANCO 
CORPBANCA, DAVIVIENDA, BANCO FALABELLA, BANCO FINANDINA, BANCO GNB 
SUDAMERIS,  HELM BANK, HSBC COLOMBIA, BANCO DE OCCIDENTE, BANCO 
PICHINCHA, BANCO POPULAR, BANCO PROCREDITO, SCOTIABANK, BANCO WWB y 
Además dineros que la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional posean para el 
pago de sentencias o conciliaciones. Dichos Gerentes son los encargados de ejecución de 
la orden judicial de embargo decretada por esta Unidad Judicial, pero para ello se debe 
brindar al proceso disciplinario las garantías del debido proceso para que se pueda ejercer 
debidamente su derecho a la defensa y contracción.  

Por lo anterior, para dar inicio al trámite incidental se requiere la identificación, 
individualización y dirección de notificación del funcionario responsable del desacato a la 
orden judicial, a fin de enterarlo de las incidencias del referido tramite sancionatorio.  

Estos requisitos fueron advertidos como una necesidad por parte del Consejo de Estado, 
frente al trámite del Incidente de Desacato a Fallo de tutela, cuya naturaleza es similar al 
Incidente por desacato a una Orden Judicial de embargo. Al respecto el Consejo de 
Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Quinta, consejera ponente: 
ROCÍO ARAÚJO OÑATE, en providencia del 4 de mayo del 2017, Radicación número: 
05001-23-33-000-2017-00294-01(AC), expresó: 

“La necesidad de la identificación e individualización del funcionario, deviene de la 
ya referenciada naturaleza sancionatoria del incidente de desacato y de la 
garantía al debido proceso en el mismo, lo cual no cede ante la informalidad y 
celeridad que caracterizan el trámite de tutela, toda vez que, a pesar de esto último, 
dicho derecho fundamental debe orientar la función del juez constitucional. Lo 
anterior cobra relevancia si se observa que, por ejemplo, de conformidad con el 
Decreto Ley 2591 de 1991, una de las sanciones posibles por no atender una 
decisión de un juez constitucional, es el arresto del funcionario público conminado a 
ello. 

De otro lado, un argumento que refuerza la posición antes expuesta y que permite 
evidenciar las graves inconsistencias en que se incurrió tanto el auto de apertura 
como en el sancionatorio, es que el incidente de desacato se dirige contra el 
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funcionario público encargado de dar cumplimiento a la medida tutelar, y en 
consecuencia, no contra la entidad persona jurídica de derecho público que 
acudió como accionada en la acción de tutela. Por esta última razón, no son 
permisibles fórmulas como "córrase traslado a la entidad" o sancionar "a quien haga 
sus veces", pues previo a la apertura e imposición de sanción alguna, el funcionario 
judicial ya debe contar con elementos de juicio suficientes para establecer en contra 
de que funcionario(s) dirigirá sus facultades disciplinarias como juez constitucional 
de amparo. 

Estrechamente vinculado con lo anterior, se tiene que el funcionario previamente 
identificado e individualizado, debe ser notificado personalmente, tanto del auto 
de apertura como de aquel que le impone la correspondiente sanción, pues de esta 
manera, ese derecho al debido proceso se efectiviza a efectos de garantizar la 
participación del incidentado en defensa de sus intereses. 

En el caso que, avoca el conocimiento de la Sala, se observa que las decisiones 
fueron, notificadas, a correos electrónicos institucionales, sin que observe que, así 
fuere razonablemente, ello hubiere permitido el conocimiento directo del implicado 
sobre la decisión que correspondiere, en especial, de aquella que da apertura al 
trámite incidental, con las consecuencias directas que ello tiene respecto del 
derecho de defensa y de contradicción.” 

 
En virtud de lo anterior, previo a dar inició al trámite incidental "sancionatorio solicitado en 
contra de los gerentes de las entidades bancarias: BANCO AGRARIO, BANCO AV VILLAS, 
BANCAMIA, BBVA,  BANCO DE BOGOTA, BANCO CAJA SOCIAL, CITIBANK, 
BANCOLOMBIA, BANCO COLPATRIA, BANCO COOMEVA, BANCO CORPBANCA, 
DAVIVIENDA, BANCO FALABELLA, BANCO FINANDINA, BANCO GNB SUDAMERIS,  
HELM BANK, HSBC COLOMBIA, BANCO DE OCCIDENTE, BANCO PICHINCHA, BANCO 
POPULAR, BANCO PROCREDITO, SCOTIABANK, BANCO BBVA y al Tesorero del 
Ejército Nacional, por desacato a la orden de embargo por vía excepcional de las cuentas 
bancarias de la entidad demandada, decretada mediante auto de fecha 09 y 20 de 
noviembre de 2017, se requerirá al apoderado ejecutante para que aporte al despacho los 
datos necesarios para identificar e individualizar a los gerentes de las anteriormente 
mencionadas entidades bancarias y al Tesorero del Ejercito Nacional, tales como nombre, 
apellidos y dirección de notificaciones. 
 
Lo anterior, en aplicación de inciso final del artículo 103 CPACA, que trata del deber de 
colaboración de las partes en el proceso. 
 
Sin perjuicio de lo antes expresado, como quiera que hasta la fecha dichas entidades no 
han dado respuesta a la referida orden judicial, el despacho requerirá a cada gerente de 
dichas entidades bancaria, a fin que se sirvan dar estricto cumplimiento a la orden judicial, 
o en caso contrario, informen las razones por las cuales no se ha hecho efectiva la medida 
cautelar, so pena de imponer las sanciones legales a que hubiere lugar. 

En virtud de lo expuesto el Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito de Montería,  
  

RESUELVE 
 

PRIMERO: REQUERIR al apoderado ejecutante para que en un término de diez (10) días 
contados a partir de la notificación del presente auto, aporte al Despacho los datos 
necesarios para individualizar a los gerentes de las entidades bancarias: BANCO 
AGRARIO, BANCO AV VILLAS, BANCAMIA, BBVA,  BANCO DE BOGOTA, BANCO CAJA 
SOCIAL, CITIBANK, BANCOLOMBIA, BANCO COLPATRIA, BANCO COOMEVA, BANCO 
CORPBANCA, DAVIVIENDA, BANCO FALABELLA, BANCO FINANDINA, BANCO GNB 
SUDAMERIS,  HELM BANK, HSBC COLOMBIA, BANCO DE OCCIDENTE, BANCO 
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PICHINCHA, BANCO POPULAR, BANCO PROCREDITO, SCOTIABANK, BANCO WWB y 
al Tesorero del Ejército Nacional, tales como nombre, apellidos y dirección de 
notificaciones, a fin de poder dar inicio al Trámite Incidental en su contra de Sanción por 
incumplimiento a orden judicial. 
 
SEGUNDO: REQUERIR a los gerentes de las entidades bancarias: BANCO AGRARIO, 
BANCO AV VILLAS, BANCAMIA, BBVA,  BANCO DE BOGOTA, BANCO CAJA SOCIAL, 
CITIBANK, BANCOLOMBIA, BANCO COLPATRIA, BANCO COOMEVA, BANCO 
CORPBANCA, DAVIVIENDA, BANCO FALABELLA, BANCO FINANDINA, BANCO GNB 
SUDAMERIS,  HELM BANK, HSBC COLOMBIA, BANCO DE OCCIDENTE, BANCO 
PICHINCHA, BANCO POPULAR, BANCO PROCREDITO, SCOTIABANK, BANCO BBVA 
y al Tesorero del Ejercito Nacional, para que en caso de existir dineros de la ejecutada 
depositados en dicha entidad, susceptibles de las Medidas Cautelares decretadas en auto 
de fecha 09 y 20 de noviembre de 2017, se sirva dar estricto cumplimiento a la misma, o 
en caso contrario, informe las razones por las cuales no se ha hecho efectiva, so pena 
de imponer las sanciones legales a que hubiere lugar. 
   

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  
 
  

LUIS ENRIQUE OW PADILLA  
JUEZ  

  
  
  

  
NOTIFICACIÓN POR ESTADO  

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL  
DEL CIRCUITOJUDICIAL DE MONTERÍA (CÓRDOBA)  

  
Montería, 05 de marzo de 2021. El anterior auto se notifica a las partes por Estado Electrónico No. 13 a las 8:00 A.M.  El 

cual puede ser consultado en el link http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-administrativo-de-monteria/71  
  
  

__________________________________  
AURA ELISA PORTNOY CRUZ  

Secretaria  
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SIGCMA 

 

 

CO-SC5780-99 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

 Montería, cuatro (04) de marzo de dos mil veintiuno (2021) 
 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Expediente No. 23-001-33-33-001- 2018-00415 
Demandante: Helen Farley Mejía Pérez 
Demandado: Municipio de Montería   
  

I. OBJETO. 
 

Procede el Despacho a pronunciarse sobre el recurso de apelación presentado por el 
apoderado de la parte demandante, contra la sentencia emitida por esta Unidad Judicial en 
la fecha, 25 de febrero de 2020, mediante la cual se negaron las pretensiones de la 
demanda.  
 

II. ANTECEDENTES. 
 
Revisado el expediente se tiene que, el recurso fue interpuesto dentro del término legal el 
día 09 de marzo de 2020 en la secretaría del Juzgado, por el apoderado de la parte 
demandante, ya que la sentencia fue notificada mediante correo electrónico el 27 de febrero 
de 2020.  
 
En virtud de lo anterior, y teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 247 del Código de 
Procedimiento Administrativo de lo Contencioso Administrativo, este despacho judicial, 
 

RESUELVE  
 
PRIMERO: Conceder el recurso de apelación contra la sentencia emitida por este Juzgado 
en la fecha antes señalada, en el efecto suspensivo.  
 
SEGUNDO: Envíese el original del expediente al Tribunal Administrativo de Córdoba para 
que se surta la alzada. 

 
NOTIFIQUESE y CUMPLASE 

  
 

LUIS ENRIQUE OW PADILLA 
Juez 

 
 
 
 

 
 
 

 
 
 
 
 

 

 

Firmado Por: 

 

LUIS ENRIQUE OW PADILLA  

JUEZ CIRCUITO 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO  

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA (CÓRDOBA) 

  

Montería, cinco (05) de marzo de 2021. El anterior auto se notifica 

a las partes por Estado Electrónico No. 13 a las 8:00 A.M.  El cual 

puede ser consultado en el enlace:  
https://ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-administrativo-de-

monteria/85  

AURA ELISA PORTNOY CRUZ 

Secretaria 
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SIGCMA 

 

 

CO-SC5780-99 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

 Montería, cuatro (04) de marzo de dos mil veintiuno (2021) 
 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Expediente No. 23-001-33-33-001- 2014-00100 
Demandante: Yuli Mercedes Correa López 
Demandado: ESE Hospital San Jorge de Ayapel  
  

I. OBJETO. 
 

Procede el Despacho a pronunciarse sobre la solicitud presentada el 22 de enero de 2020.  
 

II. ANTECEDENTES. 
 
El apoderado de la parte demandante exora, se le tenga por notificado por conducta 
concluyente de la sentencia emitida el 10 de diciembre de 2019, o, se intente nuevamente 
reenviarle correo de notificación, debido a que se enteró del fallo en la primera semana de 
labores del 13 a 17 de enero de 2020, acercándose al Juzgado el 20 de enero para la 
notificación, siendo informado de ya había sido notificado por correo electrónico, respecto 
de lo cual aduce no haberlo recibido en su computador, ni celular.  
 
Agrega que procedió a asesorarse de un licenciado en informática, explicándole que 
enviaron un correo y no lo ha recibido ni en su computador, ni en su celular, no encontrando 
correo alguno del 11 de diciembre de 2019, ni días posteriores del mismo mes y año; como 
soporte anexa la carpeta de su correo en tres folios, para demostrar que no ha recibido 
correo del Juzgado de la notificación de la sentencia. 
 
Al centrarse el reparo en establecer si se realizó debidamente la notificación, esto es, que 
se haya entregado el correo electrónico al destinatario, se realizó revisión del expediente, 
hallándose a folio No. 72  memorial suscrito por el abogado Pablo Enrique Márquez Aguado, 
de fecha 25 de abril de 2019, en el que indica como correo electrónico para sus 
notificaciones el: marquezpablo037@gmail.com, y a folio 79  constancia de envío de 
notificación a través de correo electrónico de la sentencia de 10 de diciembre de 2019, 
enviada entre otros, al correo antes descrito; de igual forma, a folio No. 80 figura constancia 
electrónica con el siguiente mensaje “se completó la entrega a estos destinatarios o 
grupos, pero el servidor de destino no envió información de notificación de entrega. (se 
destaca). 
 
De conformidad con lo establecido en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011 se presume 
que el destinatario ha recibido la notificación cuando el iniciador recepcione acuse de 
recibo o se pueda por otro medio constatar el acceso del destinatario al mensaje; por lo 
cual, la constancia que a folio 80 sería suficiente para soportar el cumplimiento de la carga 
de publicidad, dado que el mensaje fue entregado como allí queda consignado, y la 
anotación de que “el servidor de destino no envió información de notificación de entrega” 
no es óbice para considerar que no llegó a la bandeja del correo de destino, puesto que ello 
depende de la configuración el servidor receptor. (ver: Consejo de Estado, Sección Quinta, auto 

del 9 de febrero de 2017, Rad. 41001-23-33-000-2016-00059-03, C.P. Rocío Araujo Oñate.) 
 
Pese a que los anteriores soportes dan cuenta de la realización de la notificación en debida 
forma al correo indicado, con el fin de cumplir los principios de publicidad, celeridad y 
seguridad jurídica, y de garantizar los derechos de defensa y contradicción, se solicitó 
certificación, obteniendo respuesta por parte de la mesa de ayuda de correo electrónico, 
que en suma indicó:  
 

“Se realiza la verificación del mensaje enviado el día 12/11/2019 3:15:57 PM desde 
la cuenta jadmin01mtr@notificacionesrj.gov.co con el asunto: “NOTIFICACION 
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JUDICIAL SENTENCIA PRIMERA INSTANCIA RAD 2014-00100” y con 
destinatario marquezpablo037@gmail.com 
 
“Una vez efectuada la validación en el servidor de correo electrónico de la Rama 
Judicial, se confirma que el mensaje descrito “SI” fue entregado al servidor de corro 
del destino, en este caso el servidor con dominio “gmail.com” el mensaje se 
entregó con el ID …” 

 
Así las cosas, constatado el envío y entrega del mensaje, conforme a la certificación 
aludida, queda superada la incertidumbre expuesta, por consiguiente, al estar notificada en 
debida forma la decisión, no es posible acceder a lo solicitado. 
 
Finalmente, se procederá a reconocer como apoderada de la parte demandante a la 
abogada Maria Jesús Torres Miranda, identificada con cédula de ciudadanía No. 
1.067.923.495 y T.P. No. 303.122 del C. S. de la J. de acuerdo al poder aportado a través 
de correo electrónico de 23 de noviembre de 2020, de conformidad con lo estipulado en el 
artículo 5 del Decreto 806 de 4 de junio de 2020, exequible por sentencia C-420 de 2020.  
 
De acuerdo a las precedentes consideraciones, y teniendo en cuenta lo dispuesto en el 
artículo 247 del Código de Procedimiento Administrativo de lo Contencioso Administrativo, 
este despacho judicial, 
 

RESUELVE  
 
PRIMERO: Negar la solicitud presentada por el apoderado de la parte demandante.  
 
SEGUNDO: Tener como apoderada de la parte demandante a la abogada María Jesús 
Torres Miranda, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.067.923.495 y T.P. No. 
303.122 del C. S. de la J.  
 
 

NOTIFIQUESE y CUMPLASE 
  
 

LUIS ENRIQUE OW PADILLA 
Juez 

 
 
 
 

 
 
 

 
 
 
 
AElisa 

  

 

Firmado Por: 

 

LUIS ENRIQUE OW PADILLA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 001 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO  

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA (CÓRDOBA) 

  

Montería, cinco (05) de marzo de 2021. El anterior auto se notifica 

a las partes por Estado Electrónico No. 13 a las 8:00 A.M.  El cual 

puede ser consultado en el enlace:  
https://ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-administrativo-de-

monteria/85  

AURA ELISA PORTNOY CRUZ 

Secretaria 
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